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Agencias MADRID

El Consejo de Estado emitió ayer
un informe sobre el anteproyecto
de ley de la reforma de la admi-
nistración local que el Ejecutivo
de Mariano Rajoy quiere llevar a
cabo, en el que lanza un severo
aviso al Gobierno al dejar claro
que el citado texto cuestiona el ar-
tículo 140 de la Constitución por-
que puede reducir “en exceso” la
autonomía municipal garantiza-
da por la Carta Magna. En este
sentido, explica que el llamado
“coste estándar” de los servicios
que prestan los municipios, in-
cluido en la nueva regulación, se
convierte en un cheque “en blan-
co” que se da al Gobierno me-
diante el cual puede quitar com-
petencias a los ayuntamientos.

El citado informe, está firmado
por el presidente del Consejo de
Estado, José Manuel Romay

Beccaría, Landelino Lavilla, Ro-
dríguez-Piñero, Miguel Herrero
y Rodríguez de Miñón, Fernando
Ledesma, Alberto Aza, Manzana-
res Samaniego, María Teresa Fer-
nández de la Vega, Alonso García
y Hernández Gil.

El texto supone un duro vara-
palo al anteproyecto presentado
por el Gobierno al establecer dos
claras conclusiones. Por un lado,
dejando claro que “la garantía
constitucional de la autonomía
local consagrada en el artículo
140 de la Constitución puede ver-
se cuestionada” por el “vacia-
miento competencial de los
ayuntamientos. Y por otro, al ser
muy crítico con la regulación que
hace el texto del “coste están-
dar”, al entender ésta que “resul-
ta insuficiente” y “debe comple-
tarse”, ya que el citado coste de-
terminará que los ayuntamientos
que no lo cumplan perderán las

competencias sobre sus servicios
y éstas pasarán a las diputaciones
provinciales o a los cabildos o
consejos insulares.

En este sentido, el órgano con-
sultivo del Gobierno advierte de
que, a pesar de que la aplicación
de este parámetro contiene una
función “ablativa” de las compe-
tencias municipales, lo único que
dice el anteproyecto de ley es que
le corresponde al Gobierno fijar-

lo mediante real decreto. Una re-
misión ésta que el órgano consul-
tivo del Estado considera “tan
amplia y carente de parámetros
legales” que “prácticamente pue-
de considerarse como una habili-
tación en blanco al Gobierno”.

Por ello, el órgano consultivo
del Estado recomienda regular
“de manera suficiente” la defini-

ción de “coste estándar” precisan-
do algunos “extremos relevantes”
para su determinación y el modo
en que ha de operar en la práctica.

En este sentido, ve necesario
que el legislador establezca si el
citado “coste estándar” es “único
para todos los servicios” o si varia-
rá respecto de cada uno de ellos, o
incluso si puede haber varios “cos-
tes” predeterminados para un
mismo servicio en función de de-
terminados criterios que también
deberían identificarse.

Así, por ejemplo, el Consejo de
Estado entiende que, dada la he-
terogeneidad de la realidad mu-
nicipal española, deberían tener-
se en cuenta variables como la
orografía, el clima o la estructura
social y económica del municipio,
entre toros, y no sólo su tamaño o
la densidad de población.

Además, cree que el antepro-
yecto debería concretar otros as-
pectos “esenciales” del procedi-
miento para determinar este pa-
rámetro y no es suficiente, preci-
sa, “que se indique que deberá
oírse a las autonomías y recabar-
se el informe de la Comisión Na-
cional de Administración Local”.

Efe MADRID

El presidente de la Sala de lo Pe-
nal de la Audiencia Nacional,
Fernando Grande Marlaska, ad-
mitió ayer que todos, incluidos
los jueces, han sido “responsa-
bles de la omisión y la falta de
sensibilidad ante las víctimas del
terrorismo” durante décadas.

Durante su intervención en el
curso organizado por la Universi-
dad Complutense de Madrid en
El Escorial con el título Memoria
y Justicia ante el relato final del te-
rrorismo y en presencia de algu-
nas víctimas, el magistrado re-
cordó que durante años, sobreto-
do en la década de los ochenta,
“nadie se preocupaba de las víc-
timas ni el País Vasco ni en el res-
to de España”.

Preguntado por la situación
del preso etarra Iosu Uribetxeba-
rria Bolinaga, en libertad condi-
cional por su estado de salud y
sobre cuyo pronóstico vital ha pe-

dido un informe Instituciones Pe-
nitenciarias, el magistrado elu-
dió pronunciarse por su posible
implicación en el caso, aunque
dijo que puede entender la “in-
dignación” de las víctimas.
“Siempre digo que a lo que aspi-
ro es a explicarme en mis resolu-
ciones (...) No es porque me haya
salido ese día a mí, a mis compa-
ñeros dictar así, sino porque eso
forma parte de una aplicación ra-
zonable a la ley. Hay que ser un
poco serios bajo criterios de lógi-
ca y racionalidad. El día que no lo
hagamos así e intentemos indu-
cir vamos mal”, añadió.

En cuanto al relato final del te-
rrorismo, Grande Marlaska quiso
dejar claro que la Justicia no tie-
ne que hablar de ese relato, por-
que los tribunales tienen “casos”
y “expedientes” sobre los que hay
que investigar y resolver, dijo.

Muestra de ello es que se siguen
señalizando juicios a presuntos
etarras y su entramado, –solo en
el primer semestre del año se han
celebrado 33–, que de los 347
atentados sin resolver hay ya un
centenar de sentencias firmes o
que los expedientes de todos los
atentados perpetrados por ETA en
España han sido localizados.

Varapalo del Consejo de Estado a
los puntos clave de la reforma local

Marlaska admite que
“ha faltado sensibilidad
con las víctimas de ETA”

● El informe advierte que el coste de los

servicios es un cheque “en blanco” para

quitar competencias a los ayuntamientos

El magistrado entiende
“la indignación” de las
víctimas por el caso del
preso etarra Bolinaga
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Marlaska, ayer en un curso de la Complutense de Madrid.

Archivada la
causa contra
el padre, la tía
y la abuela de
doña Letizia

Efe OVIEDO

El Juzgado de Primera Instan-
cia de Cangas de Onís (Astu-
rias) ha acordado el sobresei-
miento provisional de las dili-
gencias abiertas por insolven-
cia punible por alzamiento de
bienes contra la tía, el padre y
la abuela de la Princesa Le-
tizia, al “no aparecer debida-
mente justificada la perpetra-
ción de delito”.

El Ministerio Fiscal había
presentado el 22 de febrero de
2012 denuncia contra María
del Carmen Alvarez del Valle,
abuela paterna de doña Le-
tizia, y Jesús Ortiz y Henar Or-
tiz, padre y tía de la Princesa,
en la que se refería a la deuda
de 22.600 euros contraída por
una empresa de decoración
propiedad de ésta última con
una acreedora.

Un juzgado de Oviedo había
dictado auto de ejecución de
la deuda en marzo de 2009
contra la empresa y Henar Or-
tiz, que fue requerida “para
que designara bienes bastan-
tes sobre los que trabar el em-

bargo e igualmente requerida
para que manifestase si había
procedido a la división y adju-
dicación de la herencia de su
difunto padre”, señala el auto.

Henar Ortiz presentó escri-
tura notarial en mayo de
2009, en virtud de la cual los
herederos –Henar, su herma-
no y la madre– aceptaban la
herencia y decidían adjudicar
a la viuda el pleno dominio
del único bien dejado por el
fallecido, una finca en Sar-
deu, en Ribadesella.

La acreedora formuló en fe-
brero de 2009 demanda de jui-
cio ordinario contra Henar y
Jesús Ortiz en reclamación de
5.200 euros. Según detalla la
denuncia, el juzgado de lo Mer-
cantil número 1 de Oviedo dic-
tó el 7 de marzo de 2011 sen-
tencia estimatoria de la deman-
da condenando solidariamen-
te a los demandados al abono
de la cantidad reclamada.

Tras las diligencias practicas,
el juez, al igual que el fiscal,
considera que “no puede dedu-
cirse que la conducta de los de-
nunciados colme la previsión
típica” de insolvencia punible
por alzamiento de bienes para
evitar el pago de la deuda.

El juez considera

que “no aparece

justificado delito” de

alzamiento de bienes

El texto cuestiona

su constitucionalidad

y el nuevo poder

de las diputaciones
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